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La usucapión, según el artículo 2518 del Código Civil, impone para su prosperidad la satisfacción de unos elementos, a saber: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida. (…)

Y cuando de posesión se habla, el artículo 762 del mismo estatuto prescribe que ella es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos requisitos los que se deben cumplir para reputarse como poseedor: uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño.  (…)
… quien siendo dueño vende, pero sigue ocupando el predio, lo hace desde ese momento a título de mero tenedor y le incumbe, sin duda, probar que con el paso de los días intervirtió su condición a la de verdadero poseedor y solo  desde allí puede empezar a contabilizarse el término necesario para la viabilidad de la acción. (…)
… en el presente caso se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, que debe analizarse a la luz del artículo 2532 del C. Civil, norma que señalaba que “El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie de prescripción, es de 20 años contra toda persona…” y es la que regenta este asunto, a pesar de la reducción que introdujo el artículo 6° de la Ley 791 de 2002.

Esta última normativa es inaplicable en este específico evento, porque fue promulgada el 27 de diciembre de 2002 y, por tanto, su vida práctica vino a darse en el mes de diciembre de 2012, que fue cuando se cumplieron los primeros diez años. Sucede que esta demanda se presentó el 20 de junio de 2012, lo que indica que para ese momento no había trascurrido ese lapso; y es claro que, en esta materia, quien quiera beneficiarse de la prescripción establecida en una nueva ley tiene que tomarla en su integridad, desde el momento de su vigencia; y si pretende hacerlo con la anterior, también debe asumirla en su totalidad, según lo prescribe el artículo 41 de la Ley 153 de 1887.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

MAGISTRADO PONENTE: JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
HECHOS: 
1. El 17 de octubre de 1972, el señor ADOLFO TORO QUINTERO Y MARÍA CECILIA QUINTERO DE TORO, compraron al señor LUIS ANTONIO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ a través de la escritura pública Nº 1565 elevada en la Notaría Primera del circulo de Pereira,  el bien inmueble identificado con ficha catastral Nº 2-5417, a partir de esta fecha el señor Adolfo tomó posesión publica, pacifica e ininterrumpida junto con su condueña la señora María Ofelia la cual abandonó de manera libre y voluntaria el mismo hace unos 25 años aproximadamente, yéndose a vivir a la Calle 6 Nº 24-54 barrio El Japón en Dosquebradas 

2. El señor Adolfo desde el 17 de octubre de 1972 ha ejercido sobre el bien inmueble mencionado actos de señor y dueño, con hechos tales como el pago de servicios públicos, impuestos; mejorándolo en varias ocasiones, usufructuándolo viviendo en el siempre y arrendándolo continuamente, desconociendo la existencia de otro dueño y sin tomar ningún consentimiento de nadie para ejercer como lo ha hecho siempre la posesión y disfrute pacifico, publico e ininterrumpido, otra prueba más de la posesión es la siguiente, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en fecha de 02 de noviembre de 1984, adjudico en remate la mitad del bien citado a los señores José Dolores Toro y Cecilia Ramírez Campiño, sin embargo los rematantes nunca tomaron posesión, ni el Juzgado realizó la entrega real y material, por tanto el señor Adolfo desde el 17 de octubre de 1972 nunca ha perdido la calidad de poseedor de buena fe.

3. Posteriormente a través de la Escritura Pública Nº 972 del 06 de junio del año 1985, el señor José Dolores y la señora Cecilia Campiño de Toro, vendieron la mitad del citado inmueble rematado a la señora Luz Dary Ramírez, pero no hicieron la entrega real y material del inmueble para perfeccionar la venta, por lo tanto la señora Luz Dary tiene el dominio o propiedad inscrita y no la posesión del mismo;  es asé como el señor Adolfo sigue siendo el poseedor legal, actuando como señor y dueño, usándolo y usufructuándolo.

4. El señor Adolfo solicitó DECLARACIÓN DE PERTENENCIA, ante este despacho en fecha de 25 de noviembre de 1999, dándose sentencia el 22 de octubre de 2001, le negó el derecho sobre el inmueble en mención argumentando que  sólo llevaba posesión de 16 años y 11 meses, porque la posesión contaba únicamente desde el día 02 de noviembre de 1984, fecha en el que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dio en remate el citado bien inmueble  en la mitad a los señores José Dolores Toro y la señora Cecilia Campiño de Toro, 16 meses después de la sentencia se le ordenó el desalojo pero en una providencial Acción de Tutela, el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, ordenó a dicho funcionario el restablecimiento de la posesión inmediata al señor Adolfo 

5. Otro reconocimiento como señor y dueño que le otorgó la ley  al señor Adolfo, fue por parte de FOREC, en razón de que recibió auxilio luego del terremoto del 25 de enero de 1999 que destruyó dicho inmueble, por la suma de $5.294.550 que con otros dineros de su peculio logró nuevamente reconstruir dicho bien. 

6. En su calidad de señor y dueño éste sufrió el incendio de dicho inmueble, en el que perdió todo quedándole solamente el terreno, constancia que da el Cuerpo de Bomberos de Dosquebradas, donde manifiesta el valor de la pérdida de más o menos $100.000.000, se perdió gran cantidad de mercancía como construidas en hierro, vidrio y madera como muebles de comedor, alcoba, sala, que vendía al por mayor y por menor, de dicha calamidad se levantó, con dineros propios y préstamos personales, empezó trabajos de reconstrucción y mejoras del mismo, tanto así que actualmente dicho bien inmueble tiene locales destinados a la reparación  de vehículos de motos, monta llantas, chatarrerías, igualmente vivienda personal y de su familia, también arrenda vivienda.

7. El Juzgado de Ejecución de Penas Fiscales, en juicio ejecutivo, embargó y secuestró el inmueble en mención por una suma superior a $100.000.000, juicio que se dio contra la señora Luz Dary Coy Ramírez, por aparecer como dueña inscrita. Se logró que en dicho juicio se incluyera a la comunera María Ofelia Quintero (madre del señor Adolfo), siendo esta la forma como el señor Toro Quintero se apersonó del presente caso logrando llegar a un acuerdo de rebajar el valor de $100.000.000 a la suma de $65.023.586 los cuales comprendían los años de 1986 hasta el 2010 habiéndose cancelado los últimos recibos en fecha de noviembre de 2010, que incluye el pago o cubrimiento hasta diciembre de 2010. 

PRETENSIONES: 
PRIMERA: Que en sentencia que haga tránsito a cosa juzgada y con citación y audiencia de las señoras: LUZ DARY COY RAMÍREZ Y MARÍA OFELIA QUINTERO, se declare que pertenece el dominio pleno y absoluto en cabeza del señor ADOLFO TORO QUINTERO, respecto del bien inmueble con matricula inmobiliaria Nº 294-14562, de la Oficina de Registros Públicos de Dosquebradas. 

SEGUNDA: Que como consecuencia del anterior pronunciamiento su despacho libre oficio con destino al señor Registrador de Instrumentos Públicos de  la ciudad de Dosquebradas  a fin de que se sirva inscribir en el certificado de tradición Nº 294-14562 el nombre del señor ADOLFO TORO QUINTERO como  el nuevo propietario del bien inmueble en mención. 

TERCERA: Solicita que primeramente se libre oficio con destino al señor Registrador de Instrumentos Públicos de  la ciudad de Dosquebradas a fin de que en el certificado de tradición Nº 294-14562 se ordene la inscripción de la presente demanda y previamente a la práctica de las respectivas notificaciones a las partes demandadas.

CUARTA: En el evento de que las partes demandadas se opongan a los pedidos de la presente demanda, se les condene en costas, incluidas las agencias en derecho. 

RESPUESTA Y EXCEPCIONES: 

FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA: En virtud a que el señor Adolfo no ejerce la posesión del inmueble pretendido por cuanto su presencia en el mismo es solo la de un tenedor por voluntad de los propietarios.

MALA FE: No tiene la calidad de poseedor tal como se puede demostrar en la sentencia de 22 de octubre de 2001 por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas  que hace merito a cosa juzgada, en la cual se estableció   que el señor Adolfo solamente tenía la calidad de tenedor  dentro del bien pretendido en usucapión y dicha condición se ratifica cuando el 17 de febrero de 2012 se secuestró el bien. 

La Dra. Dora Inés Gañan Guapacha actuando como Curadora Ad-litem de las personas indeterminadas en el presente proceso se opone a todas las pretensiones de la demanda y como excepción de fondo propone la excepción genérica. 

TRASLADO DE EXCEPCIONES:
LEGITIMACIÓN POR ACTIVA: Es falsa la supuesta tenencia del bien inmueble, esto en razón a que no existe ninguna prueba documental, ni vía celular ni telefónica que dé cuenta que el demandante tiene el bien a nombre de otro, es una ingenuidad tener tenencia por más de 40 años y no recibir ninguna orden  de nadie.

MALA FE: Según el abogado de la parte demandada que como hay una anotación en el Certificado de Tradición del bien en mención, de fecha 30 de noviembre de 1984, encones de esa fecha al momento de la sentencia había pasado 16 años 11 meses y por tanto no ha transcurrido los 20 años que exige la ley; si bien, la posesión es el USO, GOCE Y USUFRUCTO de la cosa con ánimo de señor y dueño y con una inscripción de cualquier medida previa en el certificado de tradición no se pierde; porque nunca se perdió con dicha medida la posesión. Cosa distinta es que esa medida se hubiera practicado cosa que no se realizó, y por ello la posesión continúo y continúa hasta el momento y quien esté inscrito como propietario no importa, porque el propietario es mera o nuda, propietario que no goza la cosa y en este caso  la incidencia que tiene ese ser demandado y no más.

SENTENCIA:

Si bien se pudo analizar que hubo una confesión del demandante al decir “El Juzgado de Ejecución de Penas Fiscales, en juicio ejecutivo, embargó y secuestró el inmueble en mención por una suma superior a $100.000.000, juicio que se dio contra la señora Luz Dary Coy Ramírez, por aparecer como dueña inscrita. Se logró que en dicho juicio se incluyera a la comunera María Ofelia Quintero (madre del señor Adolfo), siendo esta la forma como el señor Toro Quintero se apersonó del presente caso logrando llegar a un acuerdo de rebajar el valor de $100.000.000 a la suma de $65.023.586 los cuales comprendían los años de 1986 hasta el 2010 habiéndose cancelado los últimos recibos en fecha de noviembre de 2010, que incluye el pago o cubrimiento hasta diciembre de 2010. Este pago cuantioso por parte de mi poderdante es forma exclusiva le acreditan” si bien, esta información es parcializada, si en verdad allega derecho de petición del 22 de julio de 2004 dirigido al Juez de Ejecuciones Fiscales, en el que se pregona su calidad de poseedor del predio, ninguna respuesta o calificación se tiene de la misma, se dice entonces que fue un abogado quien actúo para poderse tener como copropietaria a la señora MARÍA OFELIA QUINTERO y legitimarse en las peticiones de prescripciones de las cuentas. Por lo que se colige que su presentación como poseedor no tuvo acogida administrativa, y por ende fue la señora MARÍA OFELIA QUINTERO quien compareció ante el Juez de Ejecución de Penas Fiscales de la ciudad, y reconocida a través de apoderado judicial, se reconoció un descuento de obligación que como copropietaria tenía a favor del erario público. Ningún acuerdo de pago hizo el señor ADOLFO TORO QUINTERO con la administración municipal con su exclusiva calidad de poseedor del predio, porque a los actos administrativos había sido vinculada la codemandada LUZ DARY COY.

No es cierto que esté probado que el demandante haya cubierto los impuestos hasta el 31 de diciembre de 2010, pues como consta en los actos administrativos de la Alcaldía Municipal de Dosquebradas, la deuda por los mismos quedó fijada en $65.023.586 y los pagos acreditas por el actor suman un total de $15.00.000 por lo que se concluye que hay un saldo de $50.023.586.
Tampoco en esta acción se puede entrar a estudiar la procedencia del título, se tiene entonces que las codemandadas han acreditado el título que las legitimó en la causa, no solamente en esta acción, sino, además, en el proceso divisorio que salió avante. 

RESUELVE: 

PRIMERO: Denegar las pretensiones de la demanda ordinaria a través de apoderado que promovió el señor ADOLFO QUINTERO, contra las señoras LUZ DARY COY RAMÍREZ y MARÍA OFELIA QUINTERO y personas indeterminadas.

SEGUNDO: En firme esta providencia, cancélese la inscripción de la demanda y archívese el expediente 

TERCERO: Se condena en costas a la parte actora, a favor de la demandada. Las agencias en derecho se fijan en la suma de $3.800.000

REPAROS Se encuentran anexados 

CONSIDERACIONES:

1. Concurren los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad que dé al traste con lo actuado. Por tanto, la decisión será de fondo.

2. La legitimación en la causa por activa deviene de la alegada posesión por parte del señor Adolfo Toro Quintero, respecto del predio con matrícula 294-14562; y por pasiva, de la calidad de propietarias del mismo, que se acreditó en relación con las señoras María Ofelia Quintero y Luz Dary Coy de Toro, de acuerdo con el certificado de tradición que reposa a folios 15 a 17 del cuaderno principal. 
3. Corresponde a la Sala resolver si confirma la sentencia que negó las pretensiones o la revoca atendiendo los argumentos del recurrente, que sigue sosteniendo que su posesión se prolongó por el tiempo necesario para ganar por este modo. 

4. Así que, con fundamento en las críticas que blande el recurrente, que adelante se resumirán, se deben abordar varios aspectos: (i) una síntesis de la acción de pertenencia, con sus elementos; (ii) la norma que es aplicable al caso concreto; (iii) la posesión del demandante o su mera tenencia y, finalmente, (iv) si se cumplen tales presupuestos. 

5. Sobre lo primero, se recuerda que el derecho real de dominio, a términos del artículo 673 del Código Civil, se puede adquirir por los modos de la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción. Esta última modalidad es extintiva o adquisitiva; y la adquisitiva, a su vez, ordinaria o extraordinaria (art. 2527 ib.). 
La usucapión, según el artículo 2518 del Código Civil, impone para su prosperidad la satisfacción de unos elementos, a saber: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

Así lo ha señalado la jurisprudencia. En lo más reciente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, se trae a colación la sentencia SC19903-2017, del 29 de noviembre de 2017, radicado 73268-31-03-002-2011-00145-01, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, en la que sintetizó tales presupuestos y agregó sobre la perentoriedad de que la tenencia material de una cosa con ánimo de señor y dueño surja libre de cualquier incertidumbre. Sobre esto último, dijo allí la alta Corporación: 
Si la posesión material, por tanto, es equívoca o ambigua, no puede fundar una declaración de pertenencia, por las consecuencias que semejante decisión comporta, pues de aceptarse la ambigüedad llevaría a admitir que el ordenamiento permite alterar el derecho de dominio, así respecto de la relación posesoria medie la duda o dosis de incertidumbre. Por esto, para hablar de desposesión del dueño y privación de su derecho, el contacto material de la cosa con quien pretende serlo, aduciendo real o presuntamente “animus domini rem sibi habendi” (Ánimo de quedarse con la cosa), requiere que sea cierto y claro, sin resquicio para la zozobra; que la posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida. 

Y cuando de posesión se habla, el artículo 762 del mismo estatuto prescribe que ella es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos requisitos los que se deben cumplir para reputarse como poseedor: uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño. 
En este punto es preciso resaltar, como ya lo hizo esta Colegiatura, en sentencia del 20 de septiembre pasado, proferida en el radicado 2016-00069-01, con ponencia del Magistrado Edder Yimmy Sánchez Calambás, que una cosa es la posesión de propietario y otra la que tiene quien, sin serlo, detenta la cosa con justo título y buena fe o sin ellos; para lo que importa a la usucapión, es determinante que el dueño no está llamado a invocar la posesión que le es propia con el fin de ganar por prescripción lo que ya es suyo. El que carece de esa condición, en cambio, sí la puede hacer valer, como ordinaria o extraordinaria, para adquirir por ese modo. 

De manera que, quien siendo dueño vende, pero sigue ocupando el predio, lo hace desde ese momento a título de mero tenedor y le incumbe, sin duda, probar que con el paso de los días intervirtió su condición a la de verdadero poseedor y solo  desde allí puede empezar a contabilizarse el término necesario para la viabilidad de la acción. 

Tiene dicho la jurisprudencia, sobre este particular, según se recuerda en la sentencia SC12076-2014, radicado 2009-00298-01, de septiembre 8 de 2014, con ponencia del Magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez, que: 

…al ser la usucapión un modo de obtener los bienes “ajenos”, la posesión que resulta útil para prescribir es la de quien carece del derecho (possessio iuris), no la de quien lo tiene (possessio rei), porque a nadie le es dado, contra toda lógica, adquirir el derecho que ya se tiene.

En otros términos, en tratándose del propietario su posesión, ciertamente, servirá para obtener el aprovechamiento respectivo de la cosa, y evitar que otro reclame su dominio alegando un eventual abandono del bien, o la falta de ejercicio de “los derechos y acciones”. Pero, bajo ninguna perspectiva, ese señorío habilitará para usucapir.

Incluso, de vieja data, pero con relevancia actual, señaló la misma Corporación en sentencia del 12 de mayo de 1970, publicada en la Gaceta Judicial Tomo CXXXIV, números 2326 a 2328, 1971, que: 

…constituye jurídicamente una contradicción afirmar, como se sostiene en el cargo que se despacha, que en las circunstancias examinadas, y por el mero hecho de que, no obstante estar consumada la tradición, el vendedor conserve materialmente el inmueble en su poder, este último continúa con la calidad que ya traía de poseedor material de ese inmueble, pues no es concebible que pueda una persona ejecutar un acto con la intención de transferir el dominio de una cosa, como es la tradición, y al mismo tiempo mantener su voluntad de señorío sobre esa misma cosa, su ánimo de señor y dueño sobre ella;

…por lo tanto, quedando extinguida la posesión que tenía el vendedor, solo en virtud de la operancia de hechos nuevos puede ese vendedor volver a ser poseedor de la cosa por él vendida o tradida, vebigracia, por la interversión del título. Pero es claro que se así sucede, su nueva posesión será distinta der la que tuvo antes de enajenar el bien; y que si la nueva posesión deriva de una interversión del título, la falta de un eslabón jurídico que la ligue a la anterior hará imposible su acumulación para efectos de configurar con el conjunto una prescripción adquisitiva. 

Ahora bien, quien asume la tenencia de una cosa con la aquiescencia de su propietario, conservará esa misma condición sin consideración al tiempo que haya transcurrido desde cuando le fue entregada, salvo, claro está, que se produzca la interversión de la misma a la de verdadero poseedor, caso en el cual tiene que quedar plenamente establecido que, en un momento dado, se rebeló contra el dueño e hizo manifiesta su intención de considerarse tal, porque empezó a ejecutar actos que denotan esa nueva situación y ponen de manifiesto el elemento volitivo señalado. Sobra decir que, cuando así ocurre, al demandante en un proceso de esta estirpe, le incumbe probar dos cosas: que hubo tal modificación, y cuándo fue que ella se produjo, pues solo a partir de allí es que puede contabilizarse el término para una eventual usucapión.

Así lo tiene sentado, de manera pacífica, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Por vía de ejemplo, en la sentencia SC2805-2016 del 4 de marzo de ese año, con ponencia del Magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez, en la que se rememoró lo dicho en el proceso con radicación 11001-31-03-033-2004-00255-01, con ponencia de la Magistrada Ruth Marina Díaz Rueda, que ocho (8) de agosto de dos mil trece (2013). Incluso, con mayor amplitud, pero en sede constitucional, recientemente, en la sentencia STC2434-2018, del 23 de febrero del presente año, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, adujo la alta Corporación, luego de recordar otras providencias de los años 1983, 1989 y 2005, que: 
En estas épocas de relectura de las fuentes formales del derecho y de revitalización de la doctrina probable, los precedentes citados fueron replicados posteriormente en la sentencia 52001-3103-004-2003-00200-01 del 13 de abril de 2009, expresando: 

“(…) si originalmente se arrogó la cosa como mero tenedor, debe aportarse la prueba fehaciente de la interversión de ese título, esto es, la existencia de hechos que la demuestren inequívocamente, incluyendo el momento a partir del cual se rebeló contra el titular y empezó a ejecutar actos de señor y dueño desconociendo su dominio, para contabilizar a partir de dicha fecha el tiempo exigido de posesión autónoma y continua del prescribiente”» (Subrayado fuera de texto) (CSJ SC17141, 4 Nov. 2014, rad. 2005-00037-01, 1º Nov. 2017, rad. 02853-00).

6. En lo que atañe al segundo punto, en el presente caso se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, que debe analizarse a la luz del artículo 2532 del C. Civil, norma que señalaba que “El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie de prescripción, es de 20 años contra toda persona…” y es la que regenta este asunto, a pesar de la reducción que introdujo el artículo 6° de la Ley 791 de 2002.

Esta última normativa es inaplicable en este específico evento, porque fue promulgada el 27 de diciembre de 2002 y, por tanto, su vida práctica vino a darse en el mes de diciembre de 2012, que fue cuando se cumplieron los primeros diez años. Sucede que esta demanda se presentó el 20 de junio de 2012, lo que indica que para ese momento no había trascurrido ese lapso; y es claro que, en esta materia, quien quiera beneficiarse de la prescripción establecida en una nueva ley tiene que tomarla en su integridad, desde el momento de su vigencia; y si pretende hacerlo con la anterior, también debe asumirla en su totalidad, según lo prescribe el artículo 41 de la Ley 153 de 1887. La misma Corte, de tiempo atrás, como puede leerse, por ejemplo, en la sentencia del 16 de diciembre de 2011, exp. 05001-3103-001-2000-00018-01, Magistrado Ponente William Namén Vargas, así lo expuso y lo reiteró recientemente, en la sentencia SC13099-2017, del 28 de agosto de 2017, Radicación 11001-31-03-027-2007-00109-01, con ponencia del Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 
7. Con lo dicho hasta ahora, dos cosas quedan claras: por un lado, que la discutida posesión que se analizará en cabeza del demandante, será solo a partir del año 1984, pues en esa época, como se relata en la demanda, se le remató por vía judicial la cuota parte que, como propietario, tenía sobre el inmueble trabado en la litis, por lo que solo a partir de allí podría ventilarse la interversión de su calidad de mero tenedor a la de poseedor, tanto más cuando lo que se pretende es la declaración respecto de la totalidad del inmueble. . 

Y por el otro, que el tiempo de posesión que debe aparecer acreditado en este asunto es de veinte años, contados hacia atrás de la fecha de promoción de la demanda (20 de junio de 2012), lo que se traduce en que la mutación de la calidad de tenedor a poseedor, tendría que haber ocurrido, como mínimo, para antes del 20 de junio de 1992. 

8. 
A partir de allí, se aborda lo que es motivo de disenso. 

Con tal propósito, se reitera que el Juzgado al asumir el estudio de los presupuestos axiológicos de la acción, dijo que el bien a usucapir es susceptible de serlo, de acuerdo con el certificado de tradición incorporado, con lo que, entiende la Sala, se tuvo por acreditada la identidad del mismo, cuestión que nadie discute. Esto, a pesar de que varios documentos aluden a nomenclaturas diferentes a la que se brinda en la demanda (calle 9ª No. 17-151), por ejemplo, en las escrituras públicas de folios 9 y 11 del cuaderno 1), el oficio del FOREC que reposa a folio 19, el certificado expedido por el comandante de bomberos, de folio 20, lo que se aclaró en la diligencia de inspección judicial practicada el 11 de noviembre de 2014 (f. 68, c. 2) y en el dictamen pericial (f. 95, c. 2), donde se precisó que se trata, precisamente, del inmueble ubicado en la calle 9A No. 17-151 del Barrio Villa Fanny.

9. 
Sobre la posesión, señaló el fallo que en la sentencia proferida en el anterior proceso de pertenencia habido entre las partes respecto del mismo predio, no se fijó concretamente un hito sobre esa relación material; y que si se asumiera que para el 22 de octubre de 2001 el demandante tenía la calidad de poseedor, es lo cierto que en el hecho 11 de la demanda, a título de confesión, se reconoció dominio ajeno, si bien en el trámite ante el Juez de Ejecuciones Fiscales actuó en nombre de las copropietarias del inmueble. 

Y continúa diciendo que en el hipotético caso de que la posesión alegada se tomara a partir del 1° de diciembre de 2010, cuando se podría hablar de interversión, no se habría cumplido el término de diez años que actualmente se requiere, y menos el de veinte que se requería antes. Y agregó que las demandadas se trabaron en un proceso divisorio que denota sus actos de señoras y dueñas del bien, proceso en el que ningún reconocimiento se le hizo al demandante.  Enseguida advirtió que si bien reposa prueba documental de actos del señor Toro Quintero sobre el predio, ninguno de ellos demuestra el ánimus y las mejoras datan de trece años atrás, lo que quiere significar que tampoco, hipotéticamente, se acreditó el tiempo de posesión.
En últimas, dijo que “con las abundantes pruebas en realidad se ha demostrado con sobrada razón el requisito axiológico de la acción correspondiente al corpus; pero que la misma, con las exteriorizaciones de la voluntad, el ánimus, no ha sido permanente, al menos por un tiempo suficiente para que se pueda dar por prósperas las pretensiones”. Y remató con que el pago de los impuestos hasta el 31 de diciembre de 2010 respecto del bien, tampoco se probó. 

Los reparos, al margen de las acotaciones subjetivas, innecesarias e irrelevantes del apoderado judicial del demandante contra el juez y la parte contraria, cuando su discurso debe concentrarse en lo estrictamente jurídico, se hacen consistir en que: 

(i) El pago de los impuestos que hizo Adolfo Toro, obedeció a un acuerdo que hizo él, por su propia cuenta, con Hacienda Municipal.

(ii) María Ofelia Quintero de Toro reconoció en el interrogatorio que es Adolfo quien maneja a su antojo el predio, sin pedir consentimiento y con sus propios recursos.

(iii) Nunca ha sido tenedor por cuenta de las demandadas.

(iv) Siempre ha ocupado el predio, desde 1972, así que contado el tiempo desde allí, se superan los 20 años; y si se hace desde el año 1985, cuando José Dolores Toro y Cecilia Campiño de Toro le vendieron la mitad del inmueble a Luz Dary Coy, también se satisface ese requisito. 

(v) El Juzgado es contradictorio, pues si en la sentencia afirma que el tiempo de posesión lo pudo haber completado par el año 2004, con mayor razón ocurriría para el mes de noviembre de 2017, cuando se dictó.   

(vi) La codemandada Luz Dary Coy afirmó en el interrogatorio que le prestó un dinero a Adolfo, pero no se le pagó, cuando Néstor Leyva, prestamista, dice sí se cubrió ese valor. 

(vii) El funcionario dejó de analizar la prueba documental recaudada, como las certificaciones del FOREC y de bomberos sobre los efectos del terremoto de 1999 y un incendio posterior, los recibos de pago de servicios, los contratos de arrendamiento; tampoco valoró los testimonios, ni el hecho de que las demandadas dejaron el inmueble hace más de treinta años, por eso no estaban allí el día de la inspección judicial.  

Valga decir que la sentencia que se estudia se advierte imprecisa en la medida en que, por momentos, alude a la ausencia de prueba de la posesión del demandante y lo ubica como un mero tenedor; pero en otros pasajes, lo que da a entender es que el tiempo para ganar por prescripción fue insuficiente. Por supuesto que ambas cosas van de la mano, así que de aceptarse que Adolfo Toro era un mero tenedor, ni para qué desgastarse en revisar el factor temporal. 

Por ello, como en la alzada se insiste en que una y otra cosa se acreditaron, corresponde a la Sala asumir el estudio, en primer lugar, de la relación material, y luego, de ser el caso, de su duración. 

Pero, antes de hacerlo, también es conveniente precisar que, en cuanto a las pruebas recaudadas, algunas de ellas se desestimarán en esta sede. Concretamente, las de folios 1 a 28 del cuaderno 3, por cuanto se trata de unas que fueron practicadas en otro proceso que existió entre las partes, cuyo traslado a este nunca fue invocado en la respuesta a la demanda, como tampoco se ordenó en el auto del 18 de marzo de 2014, que decretó las pedidas en este asunto. 

Por la misma razón, se desecharán el testimonio de Silvio de Jesús Valencia, que reposa al que dice ser el folio 4 del cuaderno 2, y el dictamen de folios 13 a 18 del mismo cuaderno, en atención a que ni se adujeron, ni se dispuso tenerlas como tales. 

Lo anterior, por aquellas reglas de la necesidad de la prueba, que subsiste en el artículo 164 del CGP, según el cual, toda decisión debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso; y de las oportunidades probatorias, que enseñan que para que una prueba sea apreciada por el juez debe solicitarse, practicarse e incorporarse dentro de los términos y oportunidades legales (art. 173 ibídem). 

Ahora bien, es cierto que algunos documentos se trajeren en copia informal, lo cual, siguiendo a nuestro órgano de cierre, daría pie para negarles valor, ya que, en primera instancia, se aportaron y decretaron en vigencia del C. de P. Civil. Para evitar esa consecuencia, se dispuso, de oficio, tenerlos como prueba en esta sede, en auto proferido durante este mismo acto. Por tanto, hoy, a la luz del artículo 244 del CGP, que tiene por auténtico todo documento, público o privado, original o en copia, que provenga de las partes o de terceros, en tanto no se tachen por falsedad o se desconozcan, serán apreciados. 
10. 
Tras estas apreciaciones, es el momento de elucidar si Adolfo Toro Quintero es poseedor del inmueble arriba señalado. Y si lo es, desde cuándo. 
Primeramente se aludirá a los interrogatorios absueltos por las partes. 

Luz Dary Coy Ramírez (f. 61, c. 2), admitió que recibió el inmueble del vendedor José Dolores Toro, y que residió allí hasta 1983 o 1984, cuando su esposo se fue para Estados Unidos; agregó que luego estuvo por intervalos, mientras construían su casa; que cuando se compró fue por causa de un remate, y como Adolfo no tenía con qué pagar, ella les facilitó el dinero a él y a su suegra, doscientos cincuenta mil pesos, que nunca le pagaron, por eso hacia el 2004 o 2005 le propuso a Adolfo que le diera treinta millones por la vivienda, pero nunca se cristalizó. Agregó que inició el proceso divisorio del bien contra María Ofelia Quintero, porque el ahora demandante las había convocado a otro proceso, aunque fracasó en su intento; que ante la orden del Juzgado Civil del Circuito de que le entregaran el inmueble fue con su abogado, pero allí estaban su suegra y Adolfo y aquella impidió que se realizara la diligencia. Agregó que el predio ha sido suyo y de su suegra y cuando se ha requerido pagar impuestos o asumir otros gastos, esta le decía, por medio de su esposo; que los pagos que ha efectuado Adolfo han sido con los arriendos de una casa que le administra a Maria Ofelia en el Barrio Cuba y de una que ella tiene en el sector de la Aurora; que se hizo un pago de impuestos en el 2010, por los años 2003 a 2005 y se quedaron debiendo 57 millones, la Alcaldía les perdonó los impuestos anteriores a 2003. Sobre el demandante, dijo que él ha estado siempre en el predio como administrador, por parte de doña Ofelia, su suegra, a la vez codemandada, y ha permitido que aquella lo autorice, porque es la que está aquí, pendiente de todo con su hijo; que de las ramadas que ha construido, él ha tomado las rentas que le corresponden a su suegra. Señaló que Adolfo es administrador desde el año 90 o 92, porque antes estuvo cerca de cinco años en Cali; su suegra le entregó la administración y él le decía qué pagos debían hacerse. Adujo que para el año 1984, Adolfo no tenía la administración de todo, pues María Ofelia vivía allí; que las mejoras, que son unas ramadas casi sin valor, las hizo su suegra; reiteró que Adolfo cobra los arriendos de esas ramadas, porque les administra el bien. 

A María Ofelia Quintero de Toro se le recibió interrogatorio a pesar de la certificación que reposa a folio 58 del cuaderno 2, según la cual padecía de demencia senil, pues a juicio del despacho, ninguna prueba de que hubiera sido declarada interdicta se trajo (f. 64, c. 2). Y a decir verdad, las respuestas que brindó fueron concretas, como se lee en el acta de folios 70 a 72 del cuaderno principal. Dijo ella que el lote de Villa Fanny es de los hijos, pero que el demandante dirá que es de él porque siempre ha estado ahí; aceptó que las construcciones en guadua y madera que hay en el lote las hizo Adolfo, quien ha estado allí los últimos diez años y no se lo ha reclamado para que no la deje sola; admitió que abandonó ese lote hace 25 años y allí ha estado Adolfo haciendo de todo; que él paga impuestos; no paga arriendo a nadie; no sabe si las personas que ocupan los locales pagan arriendo o están gratis; dijo que para la época del terremoto (1999) estaba en Estados Unidos y desde que regresó está volando en varias partes. Al preguntársele sobre su salud y si entendía las preguntas contestó “Ustedes están viendo como estoy yo, he llorado todos los días por sentimientos porque a mí no me gustan que me hablen de mis hijos, los esposos de las hijas ahí metidos también, ellos hablan de plata, que todos por igual a los cuatro hijos que tengo”. Terminó diciendo que no le consta que Luz Dary Coy la hubiese demandado en un proceso divisorio y no conoce a Hugo Amílcar López Betancourt. 

Los testimonios trasladados, que se tienen en cuenta dado que el anterior proceso de pertenencia se tramitó entre las mismas partes, dan cuenta de lo siguiente: 

Héctor Hugo Zapata Jiménez (f. 2 (6), c. 2), declaró, para el año 2001, que conocía al demandante desde hacía 26 años; dijo que le pagó arriendo en el inmueble durante ocho años, por un apartamento en la parte de atrás, lo que ocurrió “como en el año 80 o 90”; que allí vivía Adolfo con sus hijos, y la madre iba a ratos, porque no residía ahí; nada sabe del remate, ni de quién figuraba como propietario; enseguida reiteró que María Ofelia iba y venía, pero en realidad desconoce dónde vivía, si allí o en otro sitio; lo que le vio hacer al predio al demandante fue como de mantenimiento. 

Hernando Giraldo Marín (f. 3 (5) c. 2), para la misma época, dijo que conoció a Adolfo unos veinte años atrás, en ese predio, donde le realizó unas labores como arreglo de techos, andenes, y fue él quien lo contrató y le pagó. Tuvo al demandante como propietario del inmueble, porque arrendaba apartamentos; vio que María Ofelia iba de vez en cuando, pero no vivía en ese sitio. 

José Israel Tamayo (f. 5v (4), c. 2), dijo conocer al demandante por más de veinticinco años, lo vio siempre en el predio trabajando, en talleres que ha tenido a los que ingresaban los vendedores que mantiene; por ello lo consideró siempre dueño; desconoce quién se ocupa de las obligaciones que demanda el predio, al que “prácticamente” no ha entrado; tampoco sabe del remate. 

Carlos Arturo Quintero Arcila (f. 7 (8) c. 2), veinte años atrás conoció al demandante en la misma propiedad, trabajando o administrando; desconoce lo atinente al remate; dijo que le ha hecho mejoras; doña Ofelia va al lugar, pero no vive allí; sabe que Adolfo paga los servicios; señaló que conoció a Adolfo porque ha trabajado allí con él, y sus hijos también, en un taller de artesanías; sus hijos vivieron en uno de los apartamentos que hay en la parte de atrás del predio; desconoce en qué calidad está Adolfo y de las mejoras señaló que consistieron en pintura de la casa; además, desyerba y oficios varios. 

Rosalba Ríos de Marín (f. 9, c. 2), dijo conocer hace veinticinco años a Adolfo y a María Ofelia; que quien permanece en el predio es aquel, los trabajos y las mejoras los ha hecho él; ha tenido talleres de muebles y carpintería, incluso un hijo de ella trabajó allí. Sabe que eso era de la mamá de Alfredo, pero desconoce qué pudo haber pasado; sabe que detrás de la casa él ha sembrado un poco de matas; de eso hace como veinte años que ha hecho las mejoras; agregó que quien asume los pagos del bien es Adolfo porque es el que vive allí, solo hace muchos años; recuerda que la esposa y los hijos vivieron con él. Relató que Ofelia vivió muchos años en el inmueble, pero hace muchos meses que no la ve, cuatro o cinco meses; cuando conoció a Adolfo, su madre vivía allí, pero no sabe cuándo se fue; sin embargo, sabe que lo visita. 
De los testigos escuchados en este proceso, que lo fueron en el año 2014, se extracta lo que sigue: 

Juan Carlos Quintero Cardona (f. 23, c. 2), dijo conocer a Adolfo desde 1985, por razón de trabajo y negocios, lo mismo que el inmueble sobre el que versa la demanda; en 1988 estuvo allí y vivían Ofelia, Adolfo y sus dos hijos. Ha considerado a Adolfo propietario, porque todos los negocios han sido con él, primero como trabajador de carpintería metálica hasta 1993 y luego volvió a laborar con él en 1999; luego fue arrendatario en el año 2001, hasta el 2005 o 2006; después ha ido cada quince días o cada mes, allí sigue viviendo Adolfo con su señora Janeth. Y señaló que “Luz Dary no, porque ellos se separaron; cuando yo llegué en el 99 ellos ya no estaban juntos. Adolfo le ha contado que ha pagado impuestos; y en cuanto a las mejoras, dijo que hizo una ramada a la entrada, un local grande en esterilla y latas, que él mismo le ayudó a construir; la reconstrucción de unas bodegas que ha alquilado como vivienda, en las que él ha vivido; seis o siete bodegas en ramada en el área interna del lote, construidas por él con su ayuda y la de un primo suyo, todo pagado por el demandante. Agregó que el terreno de la zona ha sido quebrado y con mucho esfuerzo hicieron un relleno con escombros que les regalaron y él mismo recibía; los linderos se han organizado. Enseguida dijo que no conoció a Luz Dary Coy y María Ofelia Quintero, que escasamente vio a la señora Ofelia en el año 2004, una vez que Adolfo le dio unos paquetes, pero no vivía allí. Y cuando fue a trabajar por primera vez, tampoco la vio viviendo en ese lugar. Y aclaró que cuando mencionó a Luz Dary, aludía a la esposa de Adolfo. Sabe que él recibió un auxilio del Forec y estuvo con él laborando y recuperando, y fue quien le pagó; compraron con el auxilio chatarra y materiales de segunda y levantaron el inmueble otra vez. También se enteró del incendio a finales del 2002, porque trabajó allá en la reconstrucción, por cuenta de Adolfo; dice que se fue de allí en el año 2008. Aclaró su contradicción en lo relacionado con la época en que conoció a Ofelia, y dijo que eso ocurrió en el 2003 o 2004, que cuando conoció a Adolfo este vivía en el inmueble era con su esposa y sus hijos. Sobre el pago de impuestos sabe, porque Adolfo le comentó. 

Aníbal Guevara Calvo (f. 27, c. 2),  conoce al demandante hace cuarenta años, porque trabajaba con el Municipio y pasaba por el inmueble; y más desde hace veintidós años, porque es el vigilante de la escuela Villa Fanny, que está enseguida de la propiedad de aquel; no conoce a las demandadas y siempre ha tenido por dueño del predio a Adolfo, porque es quien ha arrendado y ha trabajado allí todo ese tiempo que lleva como vigilante; afirmó que después del terremoto de 1999, todo se fue al suelo y Adolfo con esfuerzo y una ayuda del Forec arregló la fachada, subió un muro; después del incendio, arregló la parte del frente, levantó paredes y entechó. El demandante le contó que había obtenido una reducción en los impuestos que debía; agregó que los arrendamientos que percibe derivan de chatarrerías, talleres de moto, parqueaderos, taller de lámina y pintura.

Raúl Polanía Bravo (f. 32, c. 2) señaló que conoce a Adolfo hace 25 años, pues toda la vida han sido del sector de El Japón y en la actualidad un hermano suyo es casado con una hija de aquel. Refirió que desde que lo conoce ha estado en el inmueble de Villa Fanny, pues ha trabajado con él allí; en el terremoto se cayó esa propiedad y la ayudaron a parar con materiales de todas partes, guaduas, tejas y el Forec dio un auxilio para ello. Para el año 89 lo conoció en el predio con Luz Mila Gutiérrez, madre de los hijos de Adolfo; no conoce a las demandadas; sabe de mejoras, porque han reconstruido dos veces la casa y han hecho celdas para trabajar ellos que tienen el taller de lámina y pintura, otra que trabaja ebanistería, otro de motos, y otros dos en chatarrería. Esas celdas se hicieron hace cuatro o cinco años. La primera reconstrucción fue después del terremoto de 1999 y luego como a los dos o tres años que se incendió; nadie se opuso a ello; le consta que él paga servicios, porque a veces han ido a cortarlo y ya se ha puesto al día; se paga arriendo al señor Adolfo Toro. Refirió que cuando se practicó la diligencia de secuestro sobre el bien, el apoderado de la parte demandada le dijo a otra persona que al demandante había que sacarlo de allí porque el asunto no era con él. 

Germán García Calderón (f. 35, c. 2), señaló que hace unos veintitrés años Adolfo fue a Chinchiná lo contactó para que le prestara un dinero que iba a garantizar con una casa cerca al parque de esa población; le prestó dos millones que consiguió con la señora Ligia Salazar, a los pocos días el demandante regresó para pagarle y le pidió que le ayudara a conseguir cinco millones que garantizaría con la misma casa y una propiedad en el barrio La Popa de Dosquebradas, que le mostró. A Ofelia, dijo, la conoció cuatro años atrás, en Chinchiná, por causa de una estafa  de la que fue víctima. Agregó que fue como en el año 1993 que vino a conocer la propiedad, y en ese entonces no vio a Ofelia allí; después siguió viniendo cada mes por los intereses y nunca reconoció a persona diferente a Adolfo como propietario; a Ofelia no la llegó a ver allí; recuerda que el inmueble tuvo dos cambios por causa del terremoto de 1999 y de un incendio en el 2000 o 2001; sabe que él arrienda locales, porque le elaboró varios de esos contratos, para venta de material desechable, reparación de motos; sabe que internamente se construyeron en material tres apartamentos, que se alquilan; también tiene un local donde fabrican fogones a carbón, y su vivienda. Supo del anterior proceso de pertenencia y fue él quien le sugirió al demandante que presentara la acción de tutela que impidiera el despojo; también relató que Adolfo le comentó del proceso ejecutivo que se inició por el pago de impuestos y le recomendó que consiguiera un abogado, con quien logró que le rebajaran la deuda a sesenta y cinco millones, de los cuales pagó dieciocho millones, con dineros que consiguió prestados; luego siguió pagando las cuotas hasta el 31 de diciembre de 2010; no tiene conocimiento de que el demandante le rinda cuentas a otra persona, más bien, dispone a su arbitrio del bien. 

Ancízar Amaya Aldana (f. 39, c. 2), explicó que conoció al demandante en 1991 y en el año 1993 llegó a vivir en su propiedad; luego se fue y regresó hace once años; en el fondo del predio tiene una vivienda y por el frente una bodega de reciclaje y el arriendo se lo paga al demandante a quien tiene por dueño, porque se ocupa de todo; él hizo una ramada con latas de zinc, tejas plásticas, guadua, piso en algunas partes de cemento; hay otras dos viviendas antiguas que también las arrienda Adolfo; supo que este pagó impuestos hasta el año 2010; agregó que una vez fueron a secuestrar el inmueble y le preguntaron cuánto pagaba por la bodega de arriendo, luego le dijeron que le siguiera entregando ese dinero al secuestre; enseguida fueron a la parte de atrás del bien, donde tiene su vivienda y le dijeron al demandante que no se metiera, que eso no tenía que ver con él, sobre lo cual aportó una declaración que rindió por fuera del proceso (f. 42, c. 2).

Hugo Amílcar López Betancourt (f. 43, c. 2), abogado, dijo conocer al demandante desde 1980 o 1981; también hace veinte o veintidós años conoce a Ofelia Quintero, porque fue con Adolfo a su casa en Bosques de la Acuarela a ver unos partidos de fútbol de un mundial; luego, con el mismo fin, en el mundial siguiente la visitó en otra casa en el barrio Japón, donde vivía con su hermana Sofía. Conoce al actor viviendo en la casa de que trata este proceso desde aquella época, en el que hay en su interior unas viviendas, también tiene allí una fábrica de fogones, se reparan carros y su hijo repara motos; la propiedad se quemó hace años y él la volvió a habilitar como vivienda; a causa del terremoto volvió a sufrir desmejora y Adolfo le contó que recibió un auxilio del Forec; ha visitado muchas veces el inmueble, allí conoció a las esposas que Adolfo ha tenido, incluso hacia 1988 o 1989 un ingeniero atropelló con su carro a Adolfo y a una de sus hijas y él los asesoró en la parte civil; allí ha vivido sin interrupción y sin que nadie le perturbe su estadía. Aludió a su intervención en el proceso divisorio que Luz Dary Coy adelantó contra María Ofelia Quintero, y dijo que llevó al juzgado el poder respectivo en compañía de esta última, pero la empleada se equivocó y consignó que era él quien lo había presentado, por lo cual se abstuvo el despacho de darle trámite a la respuesta; posteriormente se encontró con la sorpresa de que le habían revocado el poder y fue investigado disciplinariamente y absuelto. Le consta que la reconstrucción por el incendio la hizo Adolfo, para ello le trabajó un señor Luis Carlos Quintero Arcila; el demandante le comentó sobre la reducción que obtuvo sobre los impuestos; además, sabe que no le rinde cuentas a nadie y que a Ofelia nunca la ha visto en ese predio, antes quien ve por ella es Adolfo, pues le administra un inmueble que tiene en el barrio Cuba. 

A instancia de la parte demandada se oyeron otros testimonios: 

Irma Cecilia Correa Toro, sobrina del demandante y nieta de la codemandada Ofelia Quintero de Toro (f. 30, c. 3) expresó que siempre consideró que la casa era de su abuela, porque allí vivían todos, pero con el tiempo supo que la mitad era de Adolfo; de ello se enteró cuando Luz Dary compró esa mitad; afirmó que Adolfo es administrador del predio, porque Ofelia lo designó como tal para recibir la renta de unos apartamentos que hay allí; está viviendo aún ahí, no paga impuestos y siempre les pide a ellas para pagar; siempre le dice a la abuela que los inquilinos no le pagan o que los apartamentos no están arrendados, y por los talleres y demás no da cuenta de nada; afirmó que las ramadas que existen las ha hecho Adolfo y es él el que celebra los contratos de arrendamiento y recibe todo; aseguró que la abuela vivió allí hasta 1999 y después del temblor se fue, pero desconoce términos de la administración, simplemente él quedó en el lugar; precisó que ella vivió en el inmueble entre 1979 y 1980; de la aludida administración supo, porque viven cerca y se enteran de todo; señaló que ninguna de las demandadas le ha hecho mejoras al inmueble; reiteró que Adolfo le pide plata a su abuela para servicios e impuestos, pero cree que no ha pagado nada; dijo que se enteró de que cuando quisieron entregarle el predio a Luz Dary, su abuela se presentó y preguntó cuál era su parte, y como no quedó claro, se dejaron las cosas así. Mencionó que desde el año 1999 Adolfo ha estado permanentemente allí, pero antes sí cambió su residencia; que este nunca les ha explicado que hace o deja de hacer, su abuela le permite todo y Luz Dary no dice nada por respeto a ella; además Ofelia no le pide cuentas porque es su consentido. Más adelante aclaró que cuando ella vivió en esa casa, Adolfo vivía en Cali, a partir de 1984 o 1985 llegó a vivir en esa casa y nunca más salió de ahí; terminó señalando que Luz Dary vive en Estados Unidos desde hace 15 a 20 años. 

Marleny Giraldo de Ríos (f. 35, c. 3), hija de un primo de Ofelia Quintero, dijo que cuando conoció el predio, allí vivía Ofelia, antes del terremoto, Luz Dary vivía en los bajos y Ofelia arriba con los hijos Jairo, Rodolfo, Yolanda, Consuelo y Adolfo que siempre ha estado allí; el predio lo tiene Adolfo porque Ofelia lo quiere mucho y permite que lo administre, y cuando realiza mejoras la lleva para que las vea, cuando no es a Luz Dary, lo que sabe porque Ofelia le comentaba; sabe que Adolfo tiene arrendada parte del inmueble y a él le pagan; sobre las cuentas que dice que Adolfo les rendía, aduce que se enteró también por comentarios de Ofelia; además, le contaron sobre el pago de los impuestos. 

Yolanda Toro de Correa, hermana de Adolfo e hija de Ofelia (f. 38, c. 3), explicó que su mamá compró la casa de La Popa en 1974 junto con su hermano Adolfo; ahí vivieron todos hasta que hubo un terremoto y dañó la casa; luego Ofelia se pasó para donde su hermana Sofía y después se fue con su hija Consuelo. Agregó que Adolfo hipotecó su parte y le fue rematada por José Dolores Toro, quien luego le vendió a Luz Dary con el fin de que quedara todo en familia y el demandante pudiera permanecer allí; luego se supo que los iban a embargar por unos impuestos y Ofelia le dio una plata a Adolfo para que pagara; reconoció que Adolfo ha hecho unas ramadas en el inmueble, para alquilar, como parqueaderos, chatarrería, taller de motos y una ebanistería; de eso hace unos cinco años para acá; aseguró que su mamá y ella han ido siempre al inmueble y Adolfo les muestra lo que está haciendo; que Adolfo administra ese inmueble desde el año 2000 más o menos; él se quedó allí y ninguna de las propietarias le paga, sino que con los arriendos hace las mejoras; nunca se le ha reclamado por familiaridad; que, además, le ha administrado otros bienes a Ofelia, uno en el barrio Cuba y otro en Chinchiná, que luego vendió y el dinero se desapareció; afirmó que Luz Dary vivió en el predio hasta cuando nació su último hijo, que ahora tiene 36 años. 

Magnolia Toro de Rendón (f. 41, c. 3), prima de Ofelia, aseguró que en el inmueble vivió toda la familia, desde Ofelia hasta los nietos; Adolfo se fue haciendo cargo de la renta de esa casa, como si fuera el dueño, debido a la confianza que la mamá le tenía; él hipotecó la casa y para liberar el gravamen entró Luz Dary Coy, y al pagar se suponía que la mitad era de ella y la otra de Ofelia, pero Adolfo nunca le respondió y quiso quedarse con el bien; lo dejaron administrando como un rancho, porque en el terremoto de 1999 la casa quedó muy destruida, luego él hizo unos ranchos y los alquila, pero no responde por nada y se queda con todo; los impuestos los pagan Luz Dary y Ofelia. Mencionó que Luz Dary vivió en el predio desde 1972, pero no recuerda hasta cuándo; y sabe de la administración y las mejoras porque Ofelia le ha comentado, pues hace ocho años no va al inmueble; aseguró que cuando Adolfo hizo los ranchos después del terremoto no les dijo nada a las demandadas, porque él maneja eso a su antojo. Explicó que a Ofelia le giran dineros el esposo de Luz Dary y Consuelo, hija de aquella, pues son quienes la mantienen; que ella recibe los dineros que gira Consuelo, no se le envían directamente a Ofelia, porque ni sabe dónde está parada; esas remisiones se hacen desde el año 2000, que fue cuando Ofelia salió de la casa de La Popa. Sobre este particular explicó que desde ese año hasta el 2014, Ofelia vivió con su hermana Sofía; los años anteriores vivió en La Popa con los hijos, las nueras y los nietos, porque ahí vivían todos. 

Arcesio Quintero Gómez (f. 45, c. 3), tío del demandante y hermano de la codemandada Ofelia Quintero, refiere que al lugar cariñosamente lo llamaban La Popa, porque era el sitio de reunión de la familia; luego supo de la hipoteca y del remate y que Luz Dary Coy compró, pero siguió siendo la casa familiar, donde se reunían constantemente, hasta cuando se quemó la casa grande, entonces Consuelo mandó a Ofelia a vivir con Sofía, luego la llevaron a Bosques de la Acuarela junto con Sofía, y cuando esta falleció, la llevaron para el barrio Japón. Dijo que Luz Dary vivió en el predio con su familia desde cuando compró hasta el 2010, de lo cual, explicó luego, no está seguro. Adolfo, dice, ha estado ahí de toda la vida y se quedó administrando lo de Ofelia y lo de Luz Dary, lo cual apenas supone, porque el demandante se mantuvo en el lugar; después de que se quemó, Adolfo ha hecho unos ranchos, cree que con los dineros que el inmueble produce; a esas construcciones se opuso Luz Dary, porque debía hacerse una cosa buena, y Ofelia nunca se ha opuesto. Reiteró que Ofelia vivió en ese inmueble hasta cuando se quemó. 

Rosalba Ramírez de Hoyos (f. 48, c. 3), tía de Luz Dary Coy, dijo que el inmueble ha sido llamado por la familia como La Popa, y allí venía a visitarla, desde 1974 o 1975 que se casó; señaló que Luz Dary estuvo viviendo allí con los tres hijos hasta 1990, pero no recuerda bien, cuando consiguió una casa y se fue a vivir allí; enseguida, explicó que la visitaba mucho y que cuando construyó en La Aurora, Luz Dary le decía que fueran a La Popa a visitar a la familia; sabe que ella le mandaba dinero a Adolfo para el pago de impuestos; afirma que su sobrina ha querido construir algo bueno en ese sitio, pero Adolfo no ha permitido, y que Ofelia nada le reclama porque es su hijo mimado, según se comenta en la familia. 

José Dubiel Hoyos Mesa (f. 51, c. 3), esposo de la tía de Luz Dary, dijo que la conoció en el año 1974, que esta vivió en el predio hasta el año 1990; que con el terremoto la casa se cayó y se han levantado unas ramadas; al pedírsele aclaración sobre el año, dijo que de fechas poco recuerda; afirmó que Adolfo siempre ha estado allí y ha sido administrador, según le han comentado; lo que sabe de las mejoras y pago de impuestos es porque Luz Dary le contó.

En cuanto a la prueba documental, reposan en el expediente unos contratos de arrendamiento que entre los años 2006 y 2012 Adolfo Toro Quintero ha celebrado, en calidad de arrendador, con diferentes personas, en relación con el mismo inmueble de la calle 9ª No. 17-151 (f. 2 a 8). 

Están, además, las escrituras 972 de junio 6 de 1985 y 1565 del 17 de octubre de 1972, mediante las cuales José Dolores Toro y Cecilia Campiño de Toro venden los derechos sobre la mitad del inmueble a Luz Dary Coy de Toro, y Luis Antonio Gutiérrez González vende la totalidad del mismo a Adolfo Toro Quintero y María Ofelia Quintero de Toro (f. 9 a 13, c. 1). Adicionalmente, el certificado de tradición de folios 15 a 17, muestra que la cuota parte de Adolfo fue adjudicada en remate a José Dolores y Cecilia. 

Para el mes de abril de 2000, el Forec le informó al demandante que, en atención a las pruebas presentadas, fue beneficiado con un auxilio de $5’294.559,00 (f. 19, c. 1). 

El comandante de Bomberos de Dosquebradas, el 4 de enero de 2002, certificó que la propiedad del señor Adolfo Toro Quintero sufrió un incendio (f. 20, c. 1.).

En el mes de julio de 2004, el demandante le envió una solicitud al Juez de Ejecuciones Fiscales, dándole a conocer que quien realizó la diligencia de secuestro del inmueble le impidió intervenir para defender sus derechos y por ello impetró la nulidad, lo mismo que  por no citar al trámite ejecutivo a otros dueños del predio; adicionalmente, invocando su calidad de poseedor de más de veinte años, pidió que se redujera el monto de la orden de pago, para que solo se incluyeran los últimos cinco, ya que lo demás prescribió y puso de presente que, de ser favorable la respuesta, se le aceptara una fórmula de conciliación, pues ninguna persona tendría interés en pagar, porque conocen suficientemente la posesión que ejerce. 

Mediante Resolución 1859 del 26 de noviembre de 2010, se aplicó un ajuste al impuesto predial por valor de $24’042.116,00, la que le fue notificada a Adolfo Toro Quintero (f. 26, c. 1).

Las facturas de servicios públicos que hacen los folios 31 a 38, aparecen todas a nombre de la codemandada Luz Dary Coy. 

El señor Toro Quintero promovió una acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, porque, a pesar de que le fueron desfavorables las pretensiones en un anterior proceso de pertenencia que instauró contra las mismas demandadas, el Juzgado, en lo que reconoció haber sido un error involuntario, le ordenó la entrega del inmueble a las propietarias; a ese amparo se accedió por esta Corporación (f. 39 a 49). 

Las demandadas arrimaron copia de la sentencia proferida en ese proceso (f. 135 a 142, c. 1). Valga decir que allí las pretensiones fracasaron porque la venta en pública subasta de la cuota parte de Alfredo, ocurrida en 1984, impedía que antes se le considerara como poseedor, por lo que, a la fecha de la sentencia solo habían transcurrido 16 años y 11 meses; adicionalmente, tal venta lo puso en relación con el predio en una calidad de mero tenedor y no logró probar sobre el mismo actos de señor y dueño. 

11.
Se recuerda que el fallo fue adverso a lo pretendido por el demandante porque el demandante, al intervenir ante el Juez de Ejecución Fiscal, reconoció dominio ajeno, por lo que hasta el 2010 no pudo tener la calidad de poseedor; y si se admitiera que desde el mes de diciembre de ese año intervirtió su calidad de mero tenedor, el término de la posesión era insuficiente para ganar por prescripción, bien si fuera de diez años, y con mayor razón si de veinte años se tratara. Además, las demandadas han ejercido sus derechos como dueñas al intervenir en un proceso divisorio; las mejoras, según el perito, datan de trece años atrás nada más y el pago de impuestos hasta el 2010 se quedó sin prueba. 

12.
En esas apreciaciones, tal como lo refiere el recurrente, perdió de vista la valoración conjunta de la prueba y la asignación del mérito a cada una de las recaudadas, reglas ambas que imponía el artículo 187 del CPC, y se mantienen ahora en el 176 del CGP. 

De haberlo hecho, hubiera concluido que en el presente asunto, a diferencia del anterior que se surtió entre las mismas partes, tanto la posesión como el tiempo necesario para ganar por prescripción están acreditados con suficiencia. 

Al acometer el análisis del acervo probatorio, lo primero que salta a la vista es que en la demanda misma se admite que Adolfo Toro Quintero fue copropietario del inmueble hasta el año 1984, cuando le fue subastada su cuota parte; y en adición, que Ofelia Quintero de Toro, abandonó el predio unos veinticinco años atrás, lo que debe valorarse de acuerdo con la fecha de presentación de la demanda, que lo fue en junio de 2012, es decir que, cronológicamente, se estaría aludiendo al año 1987. Lo de la subasta, está acreditado con la referida prueba documental. 

De esta suerte, atendiendo la doctrina arriba citada, es claro que ningún acto de posesión puede reconocérsele al demandante antes de esa calenda, porque para entonces la posesión que ejercía era la que derivaba de su condición de verdadero propietario, que no se puede invocar para ganar por el modo de la prescripción, si a ello se suma que la otra copropietaria también detentaba la que le era propia hasta ese momento y hasta el año 1987, cuando menos. 

En estricto sentido, entonces, atendiendo que se trata de acreditar posesión veintenaria, según quedó también consignado, lo que interesa es saber si para el mes de junio de 1992, Adolfo había intervertido su rol de mero tenedor al de poseedor del predio, en las condiciones que señala el artículo 762 del C. Civil, y si eso fuera así, habrá de establecerse si tal relación material perduró hasta la fecha de presentación de la demanda. 

Para la Sala constituye confesión, en los términos de los artículos 195 del C.P.C. y 191 del C.G.P., lo dicho por las demandadas en algunos pasajes de sus interrogatorios; así, por ejemplo, Luz Dary Coy admitió que dejó de vivir en el inmueble en 1983 o 1984, cuando su esposo viajó a Estados Unidos; que Adolfo ha estado siempre en el predio y su suegra Ofelia le entregó a él la administración desde 1990 o 1992, en lo que nunca ha interferido; que las ramadas que allí existen las hizo su suegra, aunque los arriendos los cobra Adolfo como administrador. 

Aunque es claro que en ambos estatutos procesales se previó la indivisibilidad de la confesión y que ella debe aceptarse con los modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado, excepto cuando exista prueba que las desvirtúe, por lo que esas menciones acerca de que las ramadas las hizo su suegra y de que Adolfo es un simple administrador, también lo es que la prueba en conjunto apunta en sentido diferente, como adelante se analizará. 

Y en el caso de María Ofelia Quintero de Toro, sobre la que se sembró la incertidumbre de su incapacidad, lo que nunca fue acreditado en el proceso, aceptó que se fue del inmueble veinticinco años atrás, esto es, antes de 1990, si se tiene en cuenta que su versión la rindió en el año 2014. También aceptó que para el año del terremoto (1999) se hallaba en Estados Unidos y a su regreso se ha ubicado en varias partes; igualmente, que las construcciones en guadua y madera que existen en el predio la hizo Adolfo, a quien nunca le reclamó para que no la dejara sola. 

Por supuesto que estas manifestaciones resquebrajan en grado sumo lo que relataron varios de los testigos escuchados por cuenta de las demandadas, que insistieron en señalar que la codemandada Ofelia dejó el predio para el año 1999, cuando no fue que uno de ellos (Arcesio Quintero Gómez), señaló que Luz Dary estuvo allí hasta el año 2010, aunque luego aclaró que no recordaba esa fecha. 

Este era un aspecto crucial de sus declaraciones, que pone en entredicho su fuerza suasoria, si a ello se suma que, en general, lo que saben de las construcciones, los arriendos y la administración, es porque las demandadas les han comentado, con lo que no pasan de ser testigos de oídas, factor adicional para restarles mérito. En lo que sí coincidieron todos ellos, junto con las accionadas, es en que Adolfo ha permanecido siempre en el inmueble. 

En realidad, Yolanda Toro de Correa fue la única de este grupo de testigos que dijo haber estado en el inmueble con su mamá, María Ofelia, porque Adolfo les mostraba lo que estaba haciendo desde hacía cinco años, que eran unas ramadas para alquilar como parqueadero, chatarrería, taller de motos, ebanistería; y agregó que Adolfo administra desde el año 2000, ninguna de las propietarias le paga, él utiliza los arriendos y nadie le reclama por la familiaridad. Eso de que las ramadas fueron puestas cinco años antes, no corresponde a la realidad, como se podrá ver con la restante prueba. En lo demás, lo que hace es confirmar, exactamente, que el demandante ocupa el predio sin depender de nadie, beneficiándose de él económicamente y sin rendir cuentas. 

Y Arcesio Quintero Gómez, valga decirlo, además de la contradicción que se apreció con las codemandadas, solo mencionó que Adolfo ha estado en el in mueble toda la vida y apenas supone que en calidad de administrador, es decir, que ninguna certeza tiene de ello. 

Por eso, luce más convincente para la Sala el grupo de testigos escuchado a instancias del demandante. Tanto los que fueron vertidos en el anterior proceso, que se trasladaron, como los que se trajeron en esta causa. 

Los primeros, como se observa, aunque vagos en algunas de sus apreciaciones, por la forma en que fueron interrogados, sí dieron a entender que durante muchos años Adolfo ha estado al frente del predio arrendándolo, trabajando allí, efectuando arreglos y mejoras y pagando servicios. 

Los segundos, fueron más enfáticos en afirmar situaciones de hecho de Adolfo respecto del bien. Relataron situaciones que abarcan las actividades realizados por él desde 1985, pasando por varias épocas durante las cuales han visto cómo se ha mantenido en el predio como si fuera el dueño, algunos han trabajado para él, ha recibido auxilios por su deterioro, lo ha mejorado, ha entregado apartamentos y ramadas en arriendo, nadie, que ellos sepan, le ha disputado el bien, como no fuera por una diligencia de secuestro en la que, relataron dos de ellos, se le impidió participar, alguno de los deponentes dijo que le prestó dinero para reconstruir. Y agregaron que a Ofelia la vieron esporádicamente en el sitio y a Luz Dary no la conocen. 

Se suma a esto la prueba documental, que refrenda lo atinente al auxilio recibido por el Forec; además muestra que él le solicitó ante el Juez de Ejecución Fiscal, que se le exonerara del pago de algunos años del impuesto predial por prescripción. Precisamente, es de ese escrito, el de folio 23, de donde hace derivar el funcionario de primer grado que reconoció dominio ajeno. Es cierto que allí dijo que la actuación estaba viciada, porque además de Luz Dary Coy existían otros condueños que debían haber sido citados; pero esa manifestación no se puede mirar en forma aislada, porque en todo su contexto, el escrito lo que hace es poner de por medio que él ha sido poseedor. Si se lee bien, impetró la nulidad por cuanto en la diligencia de secuestro se le desconocieron sus derechos como poseedor material, lo cual reiteró varias veces, y señaló que lo había sido por más de veinte años y, por tanto, el único que tenía un verdadero interés en que se aceptara una forma de pago era él. 

Y dice también la sentencia que en el juicio ejecutivo se admitió la intervención de María Ofelia Quintero, lo cual carece del más mínimo soporte probatorio; nada indica que ella hubiera participado en ese trámite; de hecho, en el acto administrativo solo se alude a Luz Dary Coy. Lo cierto de todo, es que  cuando la administración municipal emitió una resolución ordenando la aplicación de una nota de reajuste, fue a él, en lugar de las propietarias, a quien se le notificó personalmente. 

Deducir de allí que si Adolfo efectuó pagos lo hizo a nombre de aquellas, no pasa de ser una conjetura, pues tampoco se desprende de ese documento, ni de ninguno otro. Por supuesto que era lógico que la ejecución se iniciara contra quien figuraba como propietario, lo que en nada desmerece la condición del poseedor. 

Como tampoco, que entre las copropietarias se ventile un proceso divisorio, pues una cosa es lo que ellas disputan por virtud del derecho de dominio compartido, y otra, distinta, la reclamación de ese derecho por un modo diferente que es el de la prescripción, mismo que se hace valer frente a las condueñas. 

También reposan los contratos de arrendamiento que ha celebrado con algunas personas, aunque, bueno es decirlo, todos estos documentos datan de épocas posteriores al año 2000. 

Ahora bien, está acreditado que el anterior proceso de pertenencia que hubo entre las partes fue iniciado en el año 1999, según su radicado (f. 103, c. 1), lo cual es indicativo de que Adolfo Toro Quintero se ha rebelado contra las propietarias del inmueble, haciendo valer su condición de poseedor, y recuérdese que allí invocaba que había ganado el dominio, por prescripción, por haber detentado el bien con ánimo de señor y dueño por más de veinte años. 

De manera que si se suman las confesiones, que dicen que Ofelia hizo dejación del inmueble en 1987 y los testimonios que permiten ver, junto con aquellas, que Adolfo siempre ha estado al tanto del predio, como verdadero dueño,  fuera de que las propietarias adujeron, ambas, que todo cuanto tenía que ver con el inmueble lo hacía Alfredo, a quien nunca le reclamaron nada. 

Para la Sala, entonces, esa mera tenencia que para el año 1984 aplicaba para el demandante, mutó en posesión, en la medida en que, de mucho tiempo atrás, con actos visibles, detenta la cosa para sí, sin reconocer dominio ajeno, controvirtiendo con ellos la propiedad de las demandadas. Y lo fue, por lo menos, desde el año 1987, cuando Ofelia Quintero se fue del lugar y nunca más volvió a reclamarle por las actividades que allí se desarrollaban. 

A decir verdad, aquel argumento que se utilizó en el primer proceso de que era un mero tender porque administraba el inmueble autorizado por las propietarias, ningún respaldo probatorio tiene en este caso. Al contrario, se insiste, hasta ellas mismas han admitido la total independencia con la que ha venido actuando el demandante frente al inmueble. 

Por tanto, el interrogante sobre la época de la interversión se resuelve fácilmente, porque se dijo que debía aparecer comprobado por lo menos para el año 1992 y ello está claro. 

Consecuentemente, se revocará el fallo protestado, por cuanto en el demandante confluyen todos los elementos axiológicos de la acción: el bien prescriptible, la posesión, y el tiempo de la misma, que superó los veinte años exigidos por la norma bajo cuya égida se cubre este asunto, lo cual, dígase también, responde a las excepciones que propusieron las demandadas, que se reducen, en realidad, a la legitimación en la causa por activa, pues sostuvieron que él no era poseedor, lo cual se ha decantado.

En su lugar, se accederá a las pretensiones. 

Se condenará en costas de ambas instancias a las demandadas, a favor del demandante. Ellas se liquidarán de manera concentrada ante el juez de primera instancia, siguiendo las pautas del artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho que a esta sede correspondan, se fijarán en auto separado. 

DECISIÓN:
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA el fallo protestado. 

En su lugar: 

PRIMERO: Se declara que Adolfo Toro Quintero, identificado con la cédula de ciudadanía 10.058.625, ha ganado por el modo de la prescripción, el dominio del bien matriculado bajo el número 294-14562, ficha catastral 010201570006000, que se describe de acuerdo con los linderos que figuran en el certificado de tradición, así: 

“UN LOTE DE TERRENO, VEREDA LA POPA. LOCALIZADO SOBRE LA VÍA CARRETEABLE QUE DE LA CARRETERA CENTRAL PEREIRA-SANTA ROSA, CONDUCE A LA REGIÓN DE FRAILES, A UNOS QUINIENTOS METROS CON SESENTA CENTÍMETROS DE FRENTE A LA CARRETERA QUE CONDUCE A FRAILES, POR FONDO IRREGULAR, JUNTO CON LAS EDIFICACIONES SOBRE EL EXISTENTES, O SEA: UNA CASA DE HABITACIÓN DE DOS PLANTAS, LO MISMO QUE UNA RAMADA INTERIOR, INMUEBLE DENOMINADO VILLA FANNY, Y LOCALIZADO FRENTE A LA CARRERA QUINTA (5) 45-90 DEL TRAZADO DE VÍAS PUBLICAS DEL SECTOR, Y LINDA: POR EL SUR, PARTIENDO DEL LINDERO CON EL PREDIO QUE FUE DE LOLAILA AGUDELO DE CARRILLO, HOY DE PROPIEDAD DE EMILIANO ARISTIZABAL, Y SOBRE LA CARRETERA O CAMINO CARREATEBLE QUE DE LA CARRETERA CENTRAL PEREIRA-SANTA ROSA, CONDUCE A LA VEREDA DE FRAILES, Y EN EXTENSIÓN SOBRE LA MENCIONADA CARRETERA O CAMINO CARRETEABLE, EN EXTENSIÓN DE 20.60 METROS, HASTA ENCONTRAR EL LINDERO CON EDIFICACIÓN Y PREDIO VENDIDO POR LA PODERDANTE A GONZALO MARÍN AGUDELO Y LIBIA JARAMILLO DE MEJÍA, SE SIGUE LINDANDO CON EL CITADO LOTE Y EDIFICACIÓN EN UNA LÍNEA RECTA DE SUR A NORTE, Y EN UNA EXTENSIÓN DE VEINTIÚN METROS CON VEINTE CENTÍMETROS, LUEGO SE SIGUE DE OCCIDENTE A ORIENTE, UNA LÍNEA RECTA, EN EXTENSIÓN DE CUATRO METROS LINDANDO EN ESTE PUNTO SIEMPRE CON LA EDIFICACIÓN Y LOTE DE GONZALO MARÍN AGUDELO Y LIBIA JARAMILLO DE MEJÍA, LUEGO SE SIGUE UNA LÍNEA RECTA DE SUR A NORTE, Y EN EXTENSIÓN DE SETENTA Y TRES METROS CON OCHENTA CENTÍMETROS, LINDANDO CON PREDIO DEL SEÑOR ALFONSO ECHEVERRI, HASTA LLEGAR AL LINDERO CON LA PROPIEDAD QUE FUE DE VALENCIA A. HERMANOS HOY ESCUELA MUNICIPAL, O SEA HASTA LLEGAR AL ANGULO QUE FORMA LA TAPIA DE LA ESCUELA, POR EL NORTE, Y PARTIENDO DEL FINAL DEL LINDERO ANTERIOR, EN LÍNEA OBLICUA Y EN EXTENSIÓN DE TREINTA METROS LINEALES, LINDA CON PREDIO PERTENECIENTE HOY A LA ESCUELA MUNICIPAL, ANTES DE VALENCIA A. HERMANOS, Y POR EL OCCIDENTE, DESDE EL PUNTO DONDE TERMINA EL LINDERO ANTERIOR Y EN LÍNEA PERPENDICULAR, DE SETENTA Y UN METROS CON CINCUENTA Y CINCO CENTÍMETROS, A CAER AL LINDERO DE PARTIDA, SOBRE LA CARRETERA O CAMINO CARRETEABLE QUE CONDUCE A LA VEREDA DE FRAILES, PUNTO DE PARTIDA Y LINDANDO EN ESTE TRAYECTO CON PREDIO DE EMILIANO ARISTIZABAL, ANTES DE LO LILA AGUDELO DE CARRILLO.
Inmueble cuya nomenclatura actual, según la inspección judicial, es la Calle 9A No. 17-151 del Barrio Villa Fanny de Dosquebradas, y sus linderos los siguientes: 

“Por el costado derecho con propiedad de Marcos Cardona; por el fondo con el Colegio Villa Fanny; por el lado izquierdo con propiedades de Julio Santana, Ligia de Cardona y Eliot Cardona, entre otros; por el frente con la vía pública, calle 9A del Barrio Villa Fanny”

SEGUNDO: Se ordena la inscripción de esta sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria No. 294-14562. Líbrese el oficio respectivo a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira. 

TERCERO: Se condena en costas de ambas instancias a las demandadas y a favor del demandante. Se liquidarán concentradamente ante el juez de primer grado. 

Notificación surtida en estrados. 

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          



SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA 




Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira,  seis de diciembre de dos mil dieciocho




Expediente 66170-31-03-001-2012-00150-01

Acta N°  

Procede la Sala por medio de este proveído, de manera oficiosa y en uso de lo prevenido por el artículo 286 del Código General del Proceso, a corregir la sentencia dictada el pasado 4 de diciembre dentro del presente proceso de pertenencia que Adolfo Toro Quintero promovió contra Luz Dary Coy Ramírez y otros.

ANTECEDENTES

Mediante decisión del 4 de diciembre del presente año, se desató el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra el fallo proferido dentro del anunciado proceso por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas. 

En esta sede se revocó la sentencia de primera instancia y se declaró que el demandante había usucapido el inmueble en contienda.

Paladino fue, en las consideraciones del fallo, que ese bien está ubicado en el barrio Villa Fanny de Dosquebradas-Risaralda y que su matrícula inmobiliaria está inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esa municipalidad.

No obstante, en la parte resolutiva del fallo se dispuso oficiar, en forma indebida, a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira para lo pertinente.

Surge, entonces, la falta de coherencia en ese aspecto, entre la parte motiva y la resolutiva en lo que atañe con el municipio al cual corresponde  la Oficina de Registro de Instrumentos ante la cual debía dirigirse el correspondiente oficio. 

Ante un yerro de esa naturaleza, el estatuto procesal, se encargó de prever en su artículo 286 que: 

“CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y OTROS. 

Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto.

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso.

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella.” (Se destaca)

Así que como el cambio de palabras en este caso influye y está contenida en la parte resolutiva del fallo, es del caso remediarlo para que el oficio se dirija, como corresponde, a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas - Risaralda.  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CORRIGE el numeral 2º de la parte resolutiva del fallo proferido el 4 de diciembre de este año que quedará así:

“SEGUNDO: Se ordena la inscripción de esta sentencia en el oficio de matrícula inmobiliaria No. 294-14562. Líbrese el oficio respectivo a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos  de Dosquebradas – Risaralda. “

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


     DUBERNEY GRISALES HERRERA
